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T	E	M	A	R	I	O

Bloque	I

Tema 1.- La Constitución española de 1978 (I). Derechos y libertades: Derechos
fundamentales y libertades públicas. Garantías de las libertades y derechos fundamentales.
Suspensión de derechos y libertades.

Tema 2.- La Constitución española de 1978 (II). La Corona. El Gobierno y la Administración.
Las relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales. Organización territorial del Estado.

Tema 3.- La Comunidad Autónoma de Cantabria: Competencias de Cantabria. La Ley de
Cantabria 5/2018, de Régimen Jurídico del Gobierno, de la Administración y del Sector
Público Institucional de la Comunidad Autónoma de Cantabria: La Administración de la
Comunidad Autónoma de Cantabria: Principios de organización de la Administración. La
Administración General de la Comunidad Autónoma de Cantabria: Principios generales y
órganos.

Tema 4.- La Ley 39/2015, de Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas (I). Objeto de la Ley y ámbito subjetivo de aplicación. Los
interesados en el procedimiento: La capacidad de obrar y el concepto de interesado.
Identificación y firma de los interesados en el procedimiento administrativo. La actividad
de las Administraciones Públicas: Normas generales de actuación. Términos y plazos. Los
actos administrativos: Requisitos de los actos. Eficacia de los actos. Nulidad y anulabilidad.

Tema 5.- La Ley 39/2015, del Procedimiento Común de las Administraciones Públicas (II):
Disposiciones sobre el procedimiento administrativo común. Garantías del procedimiento.
Iniciación del procedimiento, ordenación, instrucción y finalización.

Tema 6.- La Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público. Objeto, ámbito subjetivo,
principios generales y principios de intervención. Los órganos de las Administraciones
Públicas. Los Órganos colegiados de las distintas Administraciones Públicas. Abstención
y recusación. Funcionamiento electrónico del sector público.

Tema 7.- La Ley Orgánica 6/2001, de Universidades. Funciones y autonomía de las
Universidades. Naturaleza, creación, reconocimiento y régimen jurídico de las
Universidades. Estructura de las Universidades. Enseñanzas y títulos. Los estudiantes.

Tema 8.- Los Estatutos de la Universidad de Cantabria (I). Naturaleza y fines. Estructura
de la Universidad y órganos comunes de la Universidad: Estructura general y órganos
comunes. Órganos colegiados comunes de representación y gobierno. Órganos
unipersonales comunes de representación y gobierno. El Defensor Universitario.



Tema 9.- Los Estatutos de la Universidad de Cantabria (II). Escuelas y Facultades. Escuela
de Doctorado. Departamentos. Los institutos Universitarios de Investigación. Centros
adscritos.

Tema 10.- Los Estatutos de la Universidad de Cantabria (III). Funciones y actividades de la
Universidad.

Tema 11.- El Estatuto Básico del Empleado Público (I). Objeto y ámbito de aplicación. Clases
de personal al servicio de las Administraciones Públicas. Derechos y deberes, código de
conducta de los empleados públicos.

Tema 12.- El Estatuto Básico del Empleado Público (II). Adquisición y pérdida de la relación
de servicio. Situaciones administrativas. Régimen disciplinario.

Tema 13.- El Personal de Administración y Servicios. El personal de administración y
servicios de las Universidades públicas. El personal de administración y servicios de la
Universidad de Cantabria: Principios generales. Régimen jurídico. Grupos, escalas y
clasificación. Derechos y deberes específicos. Selección de personal. Promoción interna.
Provisión de puestos de trabajo. Representación y participación. Formación,
perfeccionamiento y movilidad.

Tema 14.- El Personal de Administración y Servicios Laboral. II Convenio Colectivo
aplicable al Personal Laboral de la Universidad de Cantabria. Clasificación profesional,
promoción profesional y provisión de puestos. Selección. Vacaciones, permisos y licencias.
Suspensión del contrato de trabajo y excedencias. Régimen disciplinario. Acción Social.
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TEMA	1.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	DE	1978	(I).	DERECHOS	Y	LIBERTADES:
DERECHOS	FUNDAMENTALES	Y	LIBERTADES	PÚBLICAS.	GARANTÍAS	DE

LAS	LIBERTADES	Y	DERECHOS	FUNDAMENTALES.
SUSPENSIÓN	DE	DERECHOS	Y	LIBERTADES.

INTRODUCCIÓN

Tras las Elecciones Generales del 15 de junio de 1977, el Congreso de los Diputados ejerció la iniciativa
constitucional que le otorgaba el art. 3º de la Ley para la Reforma Política y, en la sesión de 26 de julio de
1977, el Pleno aprobó una moción redactada por todos los Grupos Parlamentarios y la Mesa por la que se
creaba una Comisión Constitucional con el encargo de redactar un proyecto de Constitución.

Una vez elaborada y discutida en el Congreso y Senado, mediante Real Decreto 2550/1978 se convocó el
Referéndum para la aprobación del Proyecto de Constitución, que tuvo lugar el 6 de diciembre siguiente. Se
llevó a cabo de acuerdo con lo prevenido en el Real Decreto 2120/1978. El Proyecto fue aprobado por el
87,78% de votantes que representaban el 58,97% del censo electoral.

Su Majestad el Rey sancionó la Constitución durante la solemne sesión conjunta del Congreso de los Diputa-
dos y del Senado, celebrada en el Palacio de las Cortes el miércoles 27 de diciembre de 1978. El BOE publicó
la Constitución el 29 de diciembre de 1978, que entró en vigor con la misma fecha. Ese mismo día se publica-
ron, también, las versiones en las restantes lenguas de España.

A lo largo de su vigencia ha tenido dos reformas:

-En 1992, que consistió en añadir el inciso "y	pasivo" en el artículo 13.2, referido al derecho de sufragio
en las elecciones municipales.

-En 2011, que consistió en sustituir íntegramente el artículo 135 para establecer constitucionalmente
el principio de estabilidad presupuestaria, como consecuencia de la crisis económica y financiera.

1.‐	LA	CONSTITUCIÓN:	PRINCIPIOS	GENERALES,	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO

1.1.- ANTECEDENTES

Las múltiples influencias de una Constitución derivada como la española de 1978 -además de aquellas
recibidas del constitucionalismo histórico español- hay que buscarlas preferentemente dentro de las nuevas
corrientes europeas que aparecen después de la Segunda Guerra Mundial, y en tal sentido ha recibido claras
influencias de otros textos constitucionales europeos, así como de diferentes Tratados de Derecho Interna-
cional:

• De la Constitución italiana de 1947 habría que destacar la configuración del poder judicial y sus
órganos de gobierno, o los antecedentes del Estado Regional Italiano.
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TEMA	2.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	DE	1978	(II).	LA	CORONA.	EL	GOBIERNO
Y	LA	ADMINISTRACIÓN.	LAS	RELACIONES	ENTRE	EL	GOBIERNO	Y

LAS	CORTES	GENERALES.	ORGANIZACIÓN	TERRITORIAL	DEL	ESTADO.

1.‐	LA	CORONA

El artículo 1.3 de la Constitución establece que la forma política del Estado español es la Monarquía Parla-
mentaria. Esta definición implica que el Rey, aún cuando ostenta el cargo de Jefe del Estado, está sometido
al Parlamento, siéndole de aplicación la máxima de que “El	Rey	reina	pero	no	Gobierna”. En desarrollo de lo
dispuesto en el mencionado artículo 1.3, el Título II de la Constitución (arts. 56 a 65) se encabeza con el
enunciado  “De	la	Corona” que es el nombre clásico para indicar el conjunto de prerrogativas y funciones que
corresponden a la Monarquía, personalizada en el Rey.

La Corona, término adoptado del constitucionalismo comparado, es la denominación específica que en
España se le ha dado a un órgano constitucional: la Jefatura del Estado. Este órgano constitucional es, pues,
un órgano del Estado cuyo titular es el Rey y al que se le atribuyen funciones propias y diferenciadas de las
del resto de los poderes del Estado.

La Corona está regulada en el Título II de la Constitución (arts. 56 a 65), con el contenido siguiente.

CARACTERÍSTICAS.- El Rey es el Jefe del Estado, símbolo de su unidad y permanencia, arbitra y modera el
funcionamiento regular de las instituciones, asume la más alta representación del Estado español en las
relaciones internacionales, especialmente con las naciones de su comunidad histórica, y ejerce las
funciones que le atribuyen expresamente la Constitución y las leyes.

Su título es el de Rey de España y podrá utilizar los demás que correspondan a la Corona.

La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad. Sus actos estarán siempre refrenda-
dos en la forma establecida en la Constitución, careciendo de validez sin dicho refrendo (salvo lo dispues-
to sobre distribución del presupuesto para el sostenimiento de su Familia y Casa, y el nombramiento y
cese de los miembros civiles y militares de la Casa Real, pues se trata de actos que serán realizados
libremente por el Rey).

SUCESIÓN.- La Corona de España es hereditaria en los sucesores de S. M. Don Juan Carlos I de Borbón,
legítimo heredero de la dinastía histórica. La sucesión en el trono seguirá el orden regular de primogeni-
tura y representación, siendo preferida siempre la línea anterior a las posteriores; en la misma línea, el
grado más próximo al más remoto; en el mismo grado, el varón a la mujer, y en el mismo sexo, la persona
de más edad a la de menos.

El Príncipe heredero, desde su nacimiento o desde que se produzca el hecho que origine el llamamiento,
tendrá la dignidad de Príncipe de Asturias y los demás títulos vinculados tradicionalmente al sucesor de
la Corona de España.
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TEMA	3.‐	LA	COMUNIDAD	AUTÓNOMA	DE	CANTABRIA:	COMPETENCIAS	DE
CANTABRIA.	LA	LEY	DE	CANTABRIA	5/2018,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL

GOBIERNO,	DE	LA	ADMINISTRACIÓN	Y	DEL	SECTOR	PÚBLICO	INSTITUCIONAL
DE	LA	COMUNIDAD	AUTÓNOMA	DE	CANTABRIA:	LA	ADMINISTRACIÓN	DE	LA
COMUNIDAD	AUTÓNOMA	DE	CANTABRIA:	PRINCIPIOS	DE	ORGANIZACIÓN	DE
LA	ADMINISTRACIÓN.	LA	ADMINISTRACIÓN	GENERAL	DE	LA	COMUNIDAD

AUTÓNOMA	DE	CANTABRIA:	PRINCIPIOS	GENERALES	Y	ÓRGANOS.

1.‐	EL	ESTATUTO	DE	AUTONOMÍA	PARA	CANTABRIA

1.1.- ANTECEDENTES Y APROBACIÓN

Cantabria fue la primera comunidad autónoma en acceder a la autonomía sin haber disfrutado antes de
régimen preautonómico.

En efecto, el Real Decreto Ley 20/1978, de 13 de julio, que creaba el Consejo General de Castilla y León,
incluía a Santander como una de las provincias que podían integrarse en  este Consejo General, si bien era
necesario que así lo decidieran los parlamentarios de las provincias afectadas por mayoría de dos tercios.
Sin embargo, la Junta de Parlamentaros, que agrupaba a los Diputados y Senadores elegidos en junio de 1977
por la provincia de Santander, decidió no integrarse en Castilla y León, al tiempo que solicitó la creación de
un ente preautonómico propio, pretensión que no fue atendida.

Promulgada la Constitución en 1978, y resultando patente su voluntad autonomista, cabía que la provincia
de Santander accediera a la autonomía de acuerdo con el procedimiento contemplado en el artículo 143 del
texto constitucional, una vez configurada como "entidad regional histórica".

Al carecer de ente preautonómico que hubiera podido facilitar el proceso, la iniciativa del proceso autonómi-
co correspondía, o bien a la Diputación Provincial, o bien a las dos terceras partes de los municipios cuya
población representara, al menos, la mayoría del censo electoral de la provincia, de acuerdo con el régimen
general regulado en el artículo 143.2.

Así, apenas transcurrido un mes desde las primeras elecciones municipales democráticas, el Ayuntamiento
de Cabezón de la Sal, presidido por el Senador de UCD Ambrosio Calzada Hernández, aprobó por unanimidad,
en sesión plenaria de 30 de abril de 1979, la primera moción pidiendo la autonomía para Cantabria. Esta
iniciativa fue suscrita por 87 de los 102 municipios de la provincia, que representaban casi el 96% del censo.
La Diputación Provincial ratificó los acuerdos municipales y solicitó la autonomía el 21 de junio de 1979.

Una vez ejercida la iniciativa, se constituyó el 10 de septiembre de 1979 una Asamblea Mixta de diputados
provinciales y de parlamentarios (5 diputados y 4 senadores), de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 146
de la Constitución. En el seno de esta Asamblea Mixta fue nombrada una ponencia encargada de redactar el
anteproyecto de Estatuto. El anteproyecto fue publicado el 11 de febrero de 1980 y, tras un periodo de
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TEMA	4.‐	LA	LEY	39/2015,	DE	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE
LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS	(I).	OBJETO	DE	LA	LEY	Y	ÁMBITO	SUBJETIVO
DE	APLICACIÓN.	LOS	INTERESADOS	EN	EL	PROCEDIMIENTO:	LA	CAPACIDAD	DE
OBRAR	Y	EL	CONCEPTO	DE	INTERESADO.	IDENTIFICACIÓN	Y	FIRMA	DE	LOS
INTERESADOS	EN	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO.	LA	ACTIVIDAD	DE
LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS:	NORMAS	GENERALES	DE	ACTUACIÓN.
TÉRMINOS	Y	PLAZOS.	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS:	REQUISITOS	DE	LOS

ACTOS.	EFICACIA	DE	LOS	ACTOS.	NULIDAD	Y	ANULABILIDAD.

1.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS	AA.PP.

1.1.- CONTENIDO Y ESTRUCTURA

El art. 103 de la Constitución dispone que “la	Administración	Pública	 sirve	con	objetividad	 los	 intereses
generales	y	actúa	de	acuerdo	con	los	principios	de	eficacia,	jerarquía,	descentralización,	desconcentración	y
coordinación,	con	sometimiento	pleno	a	la	Ley	y	al	Derecho”.

Tras más de veinte años de vigencia de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, recientemente el poder legislativo ha llevado a cabo una reforma
del ordenamiento jurídico público articulada en dos ejes fundamentales: las relaciones «ad	extra» (hacia
afuera) y «ad	intra» (hacia dentro) de las Administraciones Públicas. Para ello se han impulsado simultánea-
mente dos nuevas leyes que constituirán los pilares sobre los que se asentará en adelante el Derecho admi-
nistrativo español: la Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (Ley
39/2015), y la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público (Ley 40/2015).

La Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas constituye el
primero de estos dos ejes, al establecer una regulación completa y sistemática de las relaciones «ad	extra»
entre las Administraciones y los administrados, tanto en lo referente al ejercicio de la potestad de autotutela
y en cuya virtud se dictan actos administrativos que inciden directamente en la esfera jurídica de los intere-
sados, como en lo relativo al ejercicio de la potestad reglamentaria y la iniciativa legislativa. Queda así
reunido en cuerpo legislativo único la regulación de las relaciones «ad extra» de las Administraciones con
los ciudadanos como ley administrativa de referencia que se ha de complementar con todo lo previsto en la
normativa presupuestaria respecto de las actuaciones de las Administraciones Públicas, destacando especial-
mente lo previsto en la Ley Orgánica 2/2012, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera; la
Ley 47/2003, General Presupuestaria, y la Ley de Presupuestos Generales del Estado.

La Ley se estructura en 133 artículos, distribuidos en siete títulos, cinco disposiciones adicionales, cinco
disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y siete disposiciones finales.

TÍTULO PRELIMINAR.- El título preliminar, de disposiciones generales, aborda el ámbito objetivo y subjetivo
de la Ley. Entre sus principales novedades, cabe señalar, la inclusión en el objeto de la Ley, con carácter
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TEMA	5.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	COMÚN	DE	LAS	AA.PP.	(II):
DISPOSICIONES	SOBRE	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN.
GARANTÍAS	DEL	PROCEDIMIENTO.	INICIACIÓN	DEL	PROCEDIMIENTO,

ORDENACIÓN,	INSTRUCCIÓN	Y	FINALIZACIÓN.

1.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN

La regulación del procedimiento administrativo común en la Ley 39/2015 comienza con las garantías del
procedimiento, disponiendo que -además del resto de derechos previstos en esta Ley- los interesados en un
procedimiento administrativo tienen los siguientes derechos:

a) A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan
la condición de interesados; el sentido del silencio administrativo que corresponda, en caso de que la
Administración no dicte ni notifique resolución expresa en plazo; el órgano competente para su instruc-
ción, en su caso, y resolución; y los actos de trámite dictados. Asimismo, también tendrán derecho a
acceder y a obtener copia de los documentos contenidos en los citados procedimientos.

Quienes se relacionen con las Administraciones Públicas a través de medios electrónicos, tendrán
derecho a consultar la información a la que se refiere el párrafo anterior, en el Punto de Acceso General
electrónico de la Administración que funcionará como un portal de acceso. Se entenderá cumplida la
obligación de la Administración de facilitar copias de los documentos contenidos en los procedimientos
mediante la puesta a disposición de las mismas en el Punto de Acceso General electrónico de la Adminis-
tración competente o en las sedes electrónicas que correspondan.

b) A identificar a las autoridades y al personal al servicio de las Administraciones Públicas bajo cuya
responsabilidad se tramiten los procedimientos.

c) A no presentar documentos originales salvo que, de manera excepcional, la normativa reguladora
aplicable establezca lo contrario. En caso de que, excepcionalmente, deban presentar un documento
original, tendrán derecho a obtener una copia autenticada de éste.

d) A no presentar datos y documentos no exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se
trate, que ya se encuentren en poder de las AA.PP. o que hayan sido elaborados por éstas.

e) A formular alegaciones, utilizar los medios de defensa admitidos por el Ordenamiento Jurídico, y a
aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior al trámite de audiencia, que deberán
ser tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la propuesta de resolución.

f) A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones
vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar.

g) A actuar asistidos de asesor cuando lo consideren conveniente en defensa de sus intereses.
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TEMA	6.‐	LA	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO.
OBJETO,	ÁMBITO	SUBJETIVO,	PRINCIPIOS	GENERALES	Y	PRINCIPIOS	DE	INTER‐
VENCIÓN.	LOS	ÓRGANOS	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.	LOS	ÓRGANOS
COLEGIADOS	DE	LAS	DISTINTAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.	ABSTENCIÓN
Y	RECUSACIÓN.	FUNCIONAMIENTO	ELECTRÓNICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO.

1.‐	LA	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.- ESTRUCTURA

Mediante Ley 40/2015 se ha regulado el Régimen Jurídico del Sector Público, cuya entrada en vigor se
produjo -como la Ley 39/2015- el 2 de octubre de 2016. Tiene 158 artículos, con la siguiente estructura:

Preámbulo

• TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del sector
público

CAPÍTULO I. Disposiciones generales
CAPÍTULO II. De los órganos de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª De los órganos administrativos
Sección 2.ª Competencia
Sección 3.ª Órganos colegiados de las distintas administraciones públicas

Subsección 1.ª Funcionamiento
Subsección 2.ª De los órganos colegiados en la Administración General del Estado

Sección 4.ª Abstención y recusación

CAPÍTULO III. Principios de la potestad sancionadora
CAPÍTULO IV. De la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª Responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas
Sección 2.ª Responsabilidad de las autoridades y personal al servicio de las Administraciones
Públicas

CAPÍTULO V. Funcionamiento electrónico del sector público
CAPÍTULO VI. De los convenios

• TÍTULO I. Administración General del Estado
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TEMA	7.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	6/2001,	DE	UNIVERSIDADES.	FUNCIONES	Y	AUTONO‐
MÍA	DE	LAS	UNIVERSIDADES.	NATURALEZA,	CREACIÓN,	RECONOCIMIENTO	Y

RÉGIMEN	JURÍDICO	DE	LAS	UNIVERSIDADES.	ESTRUCTURA	DE
LAS	UNIVERSIDADES.	ENSEÑANZAS	Y	TÍTULOS.	LOS	ESTUDIANTES.

1.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	DE	UNIVERSIDADES

1.1.- INTRODUCCIÓN

La Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, sustituyó a la Ley Orgánica 11/1983, de 25
de agosto, de Reforma Universitaria, que se dictó en su momento en desarrollo de lo dispuesto en el art.
27.10 de la Constitución, al reconocer la autonomía de las Universidades en los términos que la ley establez-
ca.

La Ley Orgánica 6/2001 nació con el propósito de impulsar la acción de la Administración General del Estado
en la vertebración y cohesión del sistema universitario, de profundizar las competencias de las Comunidades
Autónomas en materia de enseñanza superior, de incrementar el grado de autonomía de las Universidades,
y de establecer los cauces necesarios para fortalecer las relaciones y vinculaciones recíprocas entre Universi-
dad y sociedad.

Es una Ley de la sociedad para la Universidad, en la que ambas dispondrán de los mecanismos adecuados
para intensificar su necesaria y fructífera colaboración. Constituye así el marco adecuado para vincular la
autonomía universitaria con la rendición de cuentas a la sociedad que la impulsa y la financia. Y es el escena-
rio normativo idóneo para que la Universidad responda a la sociedad, potenciando la formación e investiga-
ción de excelencia, tan necesarias en un espacio universitario español y europeo que confía en su capital
humano como motor de su desarrollo cultural, político, económico y social.

La Ley articula los distintos niveles competenciales, los de las Universidades, las Comunidades Autónomas
y la Administración General del Estado. Diseña un mayor autogobierno de las Universidades y supone un
incremento del compromiso de las CC.AA., lo que implica para las primeras una mayor eficiencia en el uso
de los recursos públicos y nuevas atribuciones de coordinación y gestión para las segundas. Esto implica
dotar de nuevas competencias a las Universidades y a las Comunidades Autónomas respecto a la anterior
legislación, con el objetivo de plasmar en el texto de forma inequívoca la confianza de la sociedad en sus
Universidades y la responsabilidad de éstas ante sus respectivas Administraciones educativas.

También es objetivo irrenunciable de la Ley la mejora de la calidad del sistema universitario en su conjunto
y en todas y cada una de sus vertientes. Se profundiza, por tanto, en la cultura de la evaluación mediante la
creación de la Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación y se establecen nuevos mecanis-
mos para el fomento de la excelencia: mejorar la calidad de la docencia y la investigación, a través de un
nuevo sistema objetivo y transparente, que garantice el mérito y la capacidad en la selección y el acceso del
profesorado, y mejorar, asimismo, la calidad de la gestión, mediante procedimientos que permitirán resolver
con agilidad y eficacia las cuestiones de coordinación y administración de la Universidad.
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TEMA	8.‐	LOS	ESTATUTOS	DE	LA	UNIVERSIDAD	DE	CANTABRIA	(I).	NATURALEZA
Y	FINES.	ESTRUCTURA	DE	LA	UNIVERSIDAD	Y	ÓRGANOS	COMUNES	DE	LA	UNIVER‐
SIDAD:	ESTRUCTURA	GENERAL	Y	ÓRGANOS	COMUNES.	ÓRGANOS	COLEGIADOS
COMUNES	DE	REPRESENTACIÓN	Y	GOBIERNO.	ÓRGANOS	UNIPERSONALES	COMU‐

NES	DE	REPRESENTACIÓN	Y	GOBIERNO.	EL	DEFENSOR	UNIVERSITARIO.

INTRODUCCIÓN

El Proyecto de Estatutos de la Universidad de Cantabria fue aprobado por mayoría absoluta del Claustro en
la sesión extraordinaria celebrada los días 26 y 27 de octubre de 2011. 

Mediante Decreto 26/2012 del Conejo de Gobierno de Cantabria, de 10 de mayo (BOC de 17 de mayo), se
aprobaron los Estatutos de la Universidad de Cantabria, con 183 artículos y la siguiente estructura:

• Título I. Naturaleza y fines.
• Título II. Estructura y órganos comunes de la Universidad.

Capítulo I. Estructura general y órganos comunes.
Capítulo II. Órganos colegiados comunes de representación y gobierno.

Sección 1.ª El Consejo Social.
Sección 2.ª El Claustro Universitario.
Sección 3.ª El Consejo de Gobierno.

Capítulo III. Órganos unipersonales comunes de representación y gobierno.

Sección 1.ª El Rector o la Rectora.
Sección 2.ª Los Vicerrectores.
Sección 3.ª El Secretario General.
Sección 4.ª El Gerente.

Capítulo IV. El Defensor Universitario.
Capítulo V. Escuelas y Facultades.
Capítulo VI. Escuela de Doctorado.
Capítulo VII. Los Departamentos.
Capítulo VIII. Los Institutos Universitarios de Investigación.

Sección 1.ª Disposiciones comunes.
Sección 2.ª Institutos propios.
Sección 3.ª Otros Institutos universitarios de investigación.

Capítulo IX. Centros adscritos y otros Centros.
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TEMA	9.‐	LOS	ESTATUTOS	DE	LA	UNIVERSIDAD	DE	CANTABRIA	(II).	ESCUELAS	Y
FACULTADES.	ESCUELA	DE	DOCTORADO.	DEPARTAMENTOS.	LOS	INSTITUTOS

UNIVERSITARIOS	DE	INVESTIGACIÓN.	CENTROS	ADSCRITOS.

1.‐	ESCUELAS	Y	FACULTADES

Definición.- Las Escuelas y Facultades son los centros encargados de la organización de las enseñanzas y de
los procesos académicos, administrativos y de gestión conducentes a la obtención de títulos oficiales de
grado y de máster. Podrán impartir también enseñanzas conducentes a la obtención de otros títulos
oficiales o propios. Asimismo ejercerán las funciones que establezcan estos Estatutos. Se regirán por un
reglamento de régimen interno que será aprobado por el Consejo de Gobierno.

Funciones de los Centros.- Son funciones de las Escuelas y Facultades:

a) La elaboración y propuesta de establecimiento, modificación y supresión de titulaciones y de los
planes de estudio conducentes a ellas. Cuando la iniciativa proceda del Consejo de Gobierno o de cual-
quier otro órgano de la Universidad, deberán emitir un informe sobre la conveniencia de la misma.

b) La organización y seguimiento de las enseñanzas que se impartan en el Centro.

c) La aprobación del Plan Docente Anual, en el que vendrán indicadas las asignaturas que se deban
impartir, su programación y su profesorado, velando por su publicidad y cumplimiento.

d) La coordinación de la actividad docente de los Departamentos implicados en los planes de estudio del
Centro.

e) La propuesta razonada a los Departamentos, Consejo de Gobierno y demás órganos competentes, de
las necesidades de profesorado relacionadas con los planes de estudio que gestionen, debiendo informar
en todo caso cuando dicha propuesta proceda de otros órganos.

f) La organización y gestión de los servicios de enseñanza y de apoyo a la docencia y a la investigación.

g) La realización de actividades de extensión universitaria.

h) La organización, desarrollo y coordinación de sus títulos propios y de sus programas de formación
permanente o continua.

i) La expedición de certificaciones académicas y la tramitación de propuestas de transferencia y recono-
cimiento de créditos, traslado de expediente, matriculación y, en general, las funciones administrativas
inherentes a la gestión de sus títulos.

j) La asignación y reasignación de locales, instalaciones y servicios a los Departamentos correspondien-
tes.
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TEMA	10.‐	LOS	ESTATUTOS	DE	LA	UNIVERSIDAD	DE	CANTABRIA	(III).
FUNCIONES	Y	ACTIVIDADES	DE	LA	UNIVERSIDAD.

Las funciones y actividades de la Universidad de Cantabria previstas en sus Estatutos son:

-La docencia, el estudio y los diversos tipos de enseñanzas.
-La actividad investigadora y transferencia del conocimiento.
-Los contratos de consultoría, asistencia y asesoramiento, y servicios ofrecidos a la sociedad.
-La extensión Universitaria y cooperación para el desarrollo.
-Los Servicios Universitarios.

1.‐	LA	DOCENCIA,	EL	ESTUDIO	Y	LOS	DIVERSOS	TIPOS	DE	ENSEÑANZAS

Actividad docente de calidad.- La actividad docente en la Universidad se dirige principalmente a la prepara-
ción de los estudiantes en las competencias y habilidades necesarias para el ejercicio de profesiones que
requieran conocimientos científicos, técnicos, humanísticos o artísticos. A tal efecto la Universidad
organizará las enseñanzas de manera que los conocimientos necesarios para la obtención de las respecti-
vas titulaciones vayan acompañados de la educación del estudiante en el respeto a los principios demo-
cráticos, los derechos humanos, los principios de igualdad de mujeres y hombres, de solidaridad, de
protección medioambiental, de accesibilidad universal y diseño para todos y de fomento de la cultura
de la paz, atendiendo al pleno desenvolvimiento de sus capacidades intelectuales y culturales.

La Universidad promoverá la integración entre docencia e investigación, de manera que los resultados
de la investigación que se desarrolle en su seno tengan también el adecuado reflejo en las actividades
docentes. Asimismo, la Universidad fomentará la adaptación de dichas actividades a las necesidades
sociales y a la evolución general del conocimiento.

La Universidad velará por la calidad de la enseñanza impartida y adoptará las medidas necesarias para
el cumplimiento de este objetivo prioritario.

Ejercicio de la docencia.- La docencia es un derecho y un deber del profesorado que éste ejercerá con libertad
en el marco de la organización general de las enseñanzas y la planificación efectuada por los Departa-
mentos y Centros en el ámbito de sus respectivas competencias.

La enseñanza será evaluada por la Universidad con criterios que tiendan a fomentar su calidad y conse-
guir los objetivos a que se refiere el artículo anterior.

Acceso y admisión a la Universidad.- El acceso a la Universidad es un derecho que se ejercerá de conformidad
con la normativa general aplicable, y estará condicionado a la capacidad real de los Centros para impartir
una formación de calidad. En el caso de que fuera necesario establecer una limitación de acceso en la
selección de los candidatos y no existiera normativa general aplicable, el Consejo de Gobierno aprobará
las normas pertinentes que respetarán y tendrán en cuenta, en todo caso, los principios constitucionales
de igualdad, mérito y capacidad.
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TEMA	11.‐	EL	ESTATUTO	BÁSICO	DEL	EMPLEADO	PÚBLICO	(I).	OBJETO	Y
ÁMBITO	DE	APLICACIÓN.	CLASES	DE	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	AA.PP.

DERECHOS	Y	DEBERES,	CÓDIGO	DE	CONDUCTA	DE	LOS	EMPLEADOS	PÚBLICOS.

1.‐	EL	ESTATUTO	BÁSICO	DEL	EMPLEADO	PÚBLICO

1.1.- RÉGIMEN JURÍDICO DEL PERSONAL AL SERVICIO DE LAS AA.PP.

La Constitución Española de 1978 establece  en su artículo 103.3 una reserva de ley para regular:

-El estatuto de los funcionarios públicos que ha de contener sus derechos y deberes,

-El acceso a la Función Pública, cuyos sistemas han de responder a los principios de mérito y capacidad,

-Las peculiaridades del ejercicio del derecho a sindicación de los funcionarios públicos,

-Sus sistemas de incompatibilidades y las demás garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus
funciones.

Esto significa que todas estas materias han de ser reguladas por norma con rango formal de Ley, sin que
puedan ser reguladas por una norma reglamentaria. Asimismo, el artículo 149.1.18 de la Constitución
establece como competencia exclusiva del Estado la de determinar las bases del régimen jurídico de las
AA.PP. y del régimen estatutario de sus funcionarios, que en todo caso garantizarán a los administrados un
tratamiento común ante ellas. Como consecuencia de lo establecido en este artículo se dictó lal Ley 30/1984,
de 2 de agosto, de medidas para la reforma de la Función Pública, que ha estado vigente en su mayor parte
hasta el Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por Ley 7/2007, de 12 de abril, que contuvo la
normativa común al conjunto de los funcionarios de todas las Administraciones Públicas, más las normas
legales específicas aplicables al personal laboral a su servicio, dando verdadero cumplimiento a lo estableci-
do en el artículo 103.3 de la Constitución .

Como consecuencia de las diferentes modificaciones posteriores introducidas en el texto original de la citada
Ley, se ha aprobado un texto refundido que unifica e integra en un único texto legal las citadas modificacio-
nes, derogando -entre otras- a la propia Ley 7/2007, de 12 de abril, norma que ha sido el Real Decreto
Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico
del Empleado Público (en adelante EBEP).

El EBEP establece los principios generales aplicables al conjunto de las relaciones de empleo público,
empezando por el de servicio a los ciudadanos y al interés general, ya que la finalidad primordial de cual-
quier reforma en esta materia debe ser mejorar la calidad de los servicios que el ciudadano recibe de la
Administración.

El Estatuto Básico contiene aquello que es común al conjunto de los funcionarios de todas las Administracio-
nes Públicas, más las normas legales específicas aplicables al personal laboral a su servicio. Partiendo del
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TEMA	12.‐	EL	ESTATUTO	BÁSICO	DEL	EMPLEADO	PÚBLICO	(II).	ADQUISICIÓN
Y	PÉRDIDA	DE	LA	RELACIÓN	DE	SERVICIO.	SITUACIONES

ADMINISTRATIVAS.	RÉGIMEN	DISCIPLINARIO.

1.‐	ADQUISICIÓN	Y	PÉRDIDA	DE	LA	RELACIÓN	DE	SERVICIO

1.1.- ACCESO AL EMPLEO PÚBLICO Y ADQUISICIÓN DE LA RELACIÓN DE SERVICIO

Principios rectores.- Todos los ciudadanos tienen derecho al acceso al empleo público de acuerdo con los
principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad, y de acuerdo con lo previsto en el presente
Estatuto y en el resto del ordenamiento jurídico.

Las Administraciones Públicas, entidades y organismos públicos seleccionarán a su personal funcionario
y laboral mediante procedimientos en los que se garanticen los principios constitucionales antes expre-
sados, así como los establecidos a continuación:

a) Publicidad de las convocatorias y de sus bases.
b) Transparencia.
c) Imparcialidad y profesionalidad de los miembros de los órganos de selección.
d) Independencia y discrecionalidad técnica en la actuación de los órganos de selección.
e) Adecuación entre el contenido de los procesos selectivos y las funciones o tareas a desarrollar.
f) Agilidad, sin perjuicio de la objetividad, en los procesos de selección.

Requisitos generales.- Para poder participar en los procesos selectivos será necesario reunir los siguientes
requisitos:

a) Tener la nacionalidad española, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente.

b) Poseer la capacidad funcional para el desempeño de las tareas.

c) Tener cumplidos dieciséis años y no exceder, en su caso, de la edad máxima de jubilación forzosa.
Sólo por ley podrá establecerse otra edad máxima, distinta de la edad de jubilación forzosa, para el
acceso al empleo público.

d) No haber sido separado mediante expediente disciplinario del servicio de cualquiera de las Admi-
nistraciones Públicas o de los órganos constitucionales o estatutarios de las Comunidades Autónomas,
ni hallarse en inhabilitación absoluta o especial para empleos o cargos públicos por resolución
judicial, para el acceso al cuerpo o escala de funcionario, o para ejercer funciones similares a las que
desempeñaban en el caso del personal laboral, en el que hubiese sido separado o inhabilitado. En el
caso de ser nacional de otro Estado, no hallarse inhabilitado o en situación equivalente ni haber sido
sometido a sanción disciplinaria o equivalente que impida, en su Estado, en los mismos términos el
acceso al empleo público.

e) Poseer la titulación exigida.
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TEMA	13.‐	EL	PERSONAL	DE	ADMINISTRACIÓN	Y	SERVICIOS.	EL	PERSONAL	DE
ADMINISTRACIÓN	Y	SERVICIOS	DE	LAS	UNIVERSIDADES	PÚBLICAS.	EL	PERSONAL
DE	ADMINISTRACIÓN	Y	SERVICIOS	DE	LA	UNIVERSIDAD	DE	CANTABRIA:	PRINCI‐
PIOS	GENERALES.	RÉGIMEN	JURÍDICO.	GRUPOS,	ESCALAS	Y	CLASIFICACIÓN.	DERE‐
CHOS	Y	DEBERES	ESPECÍFICOS.	SELECCIÓN	DE	PERSONAL.	PROMOCIÓN	INTERNA.
PROVISIÓN	DE	PUESTOS	DE	TRABAJO.	REPRESENTACIÓN	Y	PARTICIPACIÓN.

FORMACIÓN,	PERFECCIONAMIENTO	Y	MOVILIDAD.

1.‐	EL	PERSONAL	DE	ADMINISTRACIÓN	Y	SERVICIOS	DE	LAS	UNIVERSIDADES	PÚBLICAS

La Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, regula en su Título al personal de adminis-
tración y servicios de las Universidades públicas en los términos siguientes.

El personal de administración y servicios.- El personal de administración y servicios de las Universidades
estará formado por personal funcionario de las escalas de las propias Universidades y personal laboral
contratado por la propia Universidad, así como por personal funcionario perteneciente a los cuerpos y
escalas de otras Administraciones públicas.

Corresponde al personal de administración y servicios la gestión técnica, económica y administrativa,
así como el apoyo, asesoramiento y asistencia en el desarrollo de las funciones de la universidad.

Corresponde al personal de administración y servicios de las universidades públicas el apoyo, asistencia
y asesoramiento a las autoridades académicas, el ejercicio de la gestión y administración, particularmen-
te en las áreas de recursos humanos, organización administrativa, asuntos económicos, informática,
archivos, bibliotecas, información, servicios generales, servicios científico-técnicos, así como el soporte
a la investigación y la transferencia de tecnología y a cualesquiera otros procesos de gestión administra-
tiva y de soporte que se determine necesario para la universidad en el cumplimiento de sus objetivos.

El personal funcionario de administración y servicios se regirá por la LOU y sus disposiciones de desarro-
llo, por la legislación general de funcionarios, y por las disposiciones de desarrollo de ésta que elaboren
las Comunidades Autónomas, y por los Estatutos de su Universidad.

El personal laboral de administración y servicios, además de las previsiones de la LOU y sus normas de
desarrollo y de los Estatutos de su Universidad, se regirá por la legislación laboral y los convenios
colectivos aplicables.

Retribuciones.- El personal de administración y servicios de las Universidades será retribuido con cargo a
los presupuestos de las mismas.

Las Universidades establecerán el régimen retributivo del personal funcionario, dentro de los límites
máximos que determine la Comunidad Autónoma y en el marco de las bases que dicte el Estado.
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TEMA	14.‐	EL	PERSONAL	DE	ADMINISTRACIÓN	Y	SERVICIOS	LABORAL.
II	CONVENIO	COLECTIVO	APLICABLE	AL	PERSONAL	LABORAL	DE	LA	UNIVERSIDAD
DE	CANTABRIA.	CLASIFICACIÓN	PROFESIONAL,	PROMOCIÓN	PROFESIONAL	Y
	PROVISIÓN	DE	PUESTOS.	SELECCIÓN.	VACACIONES,	PERMISOS	Y	LICENCIAS.

SUSPENSIÓN	DEL	CONTRATO	DE	TRABAJO	Y	EXCEDENCIAS.
RÉGIMEN	DISCIPLINARIO.	ACCIÓN	SOCIAL.

INTRODUCCIÓN

Mediante Resolución de la Dirección General de Trabajo de 3 de enero de 2013 se dispuso la inscripción en
el Registro y publicación del Acuerdo de la Comisión Negociadora del II Convenio Colectivo para el Personal
Laboral de la Universidad de Cantabria (BOC de 22 de enero de 2013).

Posteriormente, mediante Resolución de 24 de mayo de 2018 se dispuso la inscripción en el Registro y
publicación del Acuerdo de la Comisión Negociadora del II Convenio Colectivo para el Personal Laboral de
la Universidad de Cantabria, por el que se modifican algunos artículos y anexos, para el periodo 2017-2018
(BOC de 5 de junio de 2017).

Y mediante Resolución de 19 de julio de 2019 se dispuso la inscripción en el Registro y Publicación del
Acuerdo de la Comisión Negociadora del II Convenio Colectivo del Personal Laboral de la Universidad de
Cantabria, por el que se modifican algunos artículos del mismo (BOC de 30 de julio de 2019).

La estructura del II Convenio Colectivo para el Personal Laboral de la Universidad de Cantabria es la siguien-
te:

Capítulo 1°.- OBJETO, ÁMBITO Y VIGENCIA

Capítulo 2°.- CLASIFICACIÓN PROFESIONAL, PROMOCIÓN PROFESIONAL Y PROVISIÓN DE PUESTOS.
SELECCIÓN DE PERSONAL

Capítulo 3°.- FORMACIÓN Y PERFECCIONAMIENTO PROFESIONALES

Capítulo 4°.- JORNADA Y HORARIO 

Capítulo 5°.- ESTRUCTURA SALARIAL Y PERCEPCIONES ECONÓMICAS NO SALARIALES

Capítulo 6°.- VACACIONES, PERMISOS Y LICENCIAS

Capítulo 7°.- SUSPENSIÓN DEL CONTRATO DE TRABAJO Y EXCEDENCIAS

Capítulo 8°.- RÉGIMEN DISCIPLINARIO 




